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ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE VENEZUELA 

 AL CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER “CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

El presente Informe tiene como propósito principal evaluar el cumplimiento por parte de la República Bolivariana de Venezuela de los compromisos asumidos con la ratificación de la Convención de Belém do Pará, en base a las respuestas dadas al cuestionario correspondiente a la Segunda Ronda de Evaluación Multilateral así como los comentarios al informe preliminar, midiendo los avances logrados e identificando los principales obstáculos encontrados en el proceso. Se tuvo también en cuenta el Informe País de la Primera Ronda, el Informe Hemisférico e información del Observatorio Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres.

I. LEGISLACIÓN

La aprobación de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, del 25 de noviembre de 2006, aprobada en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 38.647 de fecha 19 de marzo de 2007, constituye un logro importantísimo.  Se trata de una norma de aplicación directa, cuyo carácter de ley orgánica  tiene como consecuencia que sus disposiciones prevalezcan sobre otras leyes (art.10).   Reconoce expresamente todos los derechos emergentes de CEDAW y Belem do para (art.3), coadyuvando así a la efectiva incorporación de estas convenciones de derechos humanos en el orden legislativo nacional.

La definición de violencia contra la mujer dada por esta ley es amplia y abarcativa, incluyendo las distintas conductas, resultados, tipos de daños o sufrimientos y ámbitos en los que es posible que se produzca, conforme a lo señalado en la Convención de Belem do Para:

“Artículo 14. Definición. La violencia contra las mujeres a que se refiere la presente Ley, comprende todo acto sexista o conducta inadecuada que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, emocional, laboral, económico o patrimonial; la coacción o la privación arbitraria de la libertad, así como la amenaza de ejecutar tales actos, tanto si se producen en el ámbito público como en el privado”.

Si bien en la definición no refiere explícitamente a las conductas omisivas, ello es expresamente desarrollado en el artículo siguiente (art.15). Además del daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico, se incluyen expresamente el daño emocional, laboral, económico  y el patrimonial

Lamentablemente, no se menciona a las mujeres según las distintas etapas de la vida que transcurren, no haciendo referencia expresa a niñas y adolescentes. 

Además de la violencia física, psicológica, sexual patrimonial o económica, se reconocen y definen  como  formas de violencia de género la violencia obstétrica, la esterilización forzada, la violencia institucional, la violencia laboral. Para todas ellas prevé acciones de prevención, sanción y erradicación.

Los agentes del Estado son comprendidos en esta ley como posibles perpetradores de violencia institucional, ilícito incorporado como tipo penal. Se desconocen si las otras formas posibles de violencia estatal están previstas en la legislación nacional, como por ejemplo la violencia sexual en conflictos armados, la tortura, crimen de guerra ye l crimen lesa humanidad.

Esta ley orgánica incluye disposiciones sobre  indemnización y reparación de las víctimas y/o familiares, aunque a cargo de los responsables del hecho, no a cargo del Estado. 

No se prohíbe expresamente la mediación, conciliación  o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes  pero tampoco se contempla su posibilidad,  superando, al menos parcialmente, la vieja ley sobre Violencia contra la Mujer y la Familia de 1998, ahora derogada, que consagraba estos mecanismos de resolución de conflictos. 

TRATA DE PERSONAS-  En relación a la trata de personas la ley penaliza tanto la trata interna como la internacional.  Su tipificación sigue los lineamientos del Protocolo de Palermo salvo en cuanto exige la prueba de los medios comisivos tanto para  mujeres adultas como para niñas, niños y adolescentes. 

VIOLENCIA SEXUAL DENTRO DEL MATRIMONIO Y LA UNIÓN DE HECHO.  La violencia sexual perpetrada dentro del matrimonio o  la unión de hecho es sancionada penalmente como un agravante de la violación sexual  (arts.15 y 42). Este tipo penal comprende las distintas vías de penetración (anal, vaginal u oral) y también la penetración de objetos.  Las conductas de violencia sexual no comprendidas en este tipo penal ingresan en el tipo actos lascivos, figura esta en la que no se menciona la situación en que el agresor es el esposo o pareja en unión de hecho. 

FEMICIDIO- El femicidio es penalizado como agravante del homicidio en el Código Penal. Corresponde hacer hincapié en la importancia y la urgencia en adoptar una solución al respecto, teniendo en cuenta que el CEVI ha definido al femicidio como “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.
 

PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS DE LAS MUJERES- La ausencia de una ley específica sobre salud sexual y reproductiva, es cubierta por ahora, por una serie de documentos para la atención integral de la Salud Sexual y Reproductiva, adecuándola a la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y al marco jurídico internacional de protección de los derechos humanos de las mujeres. Se destaca la Norma Oficial para la Atención Integral en Salud Sexual y Reproductiva, promulgada por Decreto Nº 364 del 5 de junio de 2003, que establece las directrices fundamentales de Política Pública de Salud Sexual y Reproductiva, competencias, funciones y procedimientos. Constituye un gran avance en el tema, la tipificación de la violencia obstétrica como una forma de violencia contra la mujer
 y la esterilización forzada. El aborto, se considera legal cuando la mujer ha sido víctima de violación sexual, o cuando se trate de un aborto terapéutico. 

DIVULGACIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS MUJERES Y EN ESPECIAL DE LA CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ.  El Ministerio del Poder Popular para la Mujer y la Igualdad de Género y sus entes adscritos, mantienen campañas permanentes de divulgación e información en sus áreas de influencia: Redes del Banco de la Mujer, Puntos de Encuentro del Instituto Nacional de la Mujer, Misión Madres del Barrio. 

Se producen materiales informativos y de difusión elaborados para mantener informadas a las Mujeres con relación a las leyes, a los servicios para el caso de violencia contra las Mujeres, entre otras. Desde la Dirección de Prevención y Atención de las Violencias Contra las Mujeres de Inamujer se participa en jornadas integrales comunitarias, entrega de volantes y otros (8.000 ejemplares en el primer trimestre del año 2011 con información sobre el tema y el servicio telefónico 0800-mujeres). 

El MINMUJER tiene un programa radial denominado Mujeres en Revolución, transmitido de manera semanal con duración de una hora por la emisora estatal venezolana YVKE Mundial.  Se prevé la inauguración del noticiero “Notifalopio”, a ser transmitido por la televisora estatal Ávila Tv de manera semanal, constituyendo el  primer programa en Venezuela y América Latina que tratará una agenda feminista a nivel nacional e internacional, con el fin de mostrar los procesos en los que participan las mujeres y los logros que obtienen. INAMUJER ha realizado 25000 encuentros a lo largo y ancho del país,  resultando una de las plataformas principales para la difusión y discusión de las leyes de violencia a través de diversos materiales informativos.

Síntesis de avances y obstáculos en relación a la legislación

A modo de resumen se señalan los principales avances y obstáculos en relación a la legislación:

Avances: 

a. La aprobación de una ley integral que garantice el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. 

b. Que esta ley haga referencia explícita a los derechos reconocidos en la Convención de Belem do Pará y CEDAW.

c. Que comprenda todo los actos de violencia de género, superando la reducción de la legislación a la violencia intrafamiliar. 

d. Que se penalice la violación en el matrimonio y la violencia obstétrica

e. Que se penalice la trata de personas interna e internacional  y la prostitución forzada. 

f. Que se prevea la aplicación de medidas de protección  y que se haya excluido la posibilidad de medios de resolución de conflictos en forma extrajudicial. 

g. Que se difundan los derechos de las mujeres, incluso por medios masivos de comunicación.

Obstáculos:

a. Que en la definición de violencia contra las mujeres no se refiera explícitamente a las distintas edades de las mujeres, niñas, adolescentes, adultas.

b. Que la penalización de la trata de personas requiera la prueba de los medios comisivos, aún en personas de menos de 18 años de edad. 

c. Que no se penalice expresamente los actos sexuales violentos no comprendidos en el tipo penal de violación, en el matrimonio.

d. Que los derechos sexuales y reproductivos aún no hayan sido garantizados plenamente por ley.

e. Se carece de información suficiente para evaluar si se encuentran penalizados los hechos violentos perpetrados por agentes del Estado, en especial: sanción de la violencia sexual cometida durante los conflictos armados, de la tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad y la violencia cometida en los centros educativos, privación de libertad y otras instituciones del Estado.

II. PLANES NACIONALES

El Ministerio de Poder Popular para la Mujer y la Igualdad de Género  (MINMUJER), creado en marzo de 2009, es el órgano rector de las políticas públicas, planes, programas  y proyectos del Estado Venezolano, que tiene como cometido fortalecer la participación de las mujeres y garantizar el ejercicio de sus derechos y la igualdad de género.  Cuenta con tres entes adscritos: 

a. El Instituto Nacional de la Mujer (INAMUJER)

b. La Mision Madres del Barrio

c. Banco de Desarrollo de la Mujer (BANMUJER) 

El  Plan Nacional Socialista sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 2010 – 2013 está en proceso de aprobación.  Contempla las siguientes áreas:

· Atención integral a las mujeres

· Protección y seguridad jurídica

· Formación 

· Empoderamiento de las organizaciones sociales de mujeres

· Sistema de registro único sobre violencia  basada en género

· Investigación para la transformación

· Comunicación e información

Este Plan  contempla para su ejecución dos grandes objetivos estratégicos, los cuales a su vez incluyen ejes de acción que definen ámbitos de intervenciones específicas y simultáneas: 

Objetivo estratégico 1: sistema de protección integral a las mujeres víctimas de violencia

Eje 1: fortalecimiento institucional para la atención a las mujeres víctimas de violencia, con adecuada capacidad de respuesta.

Eje 2: protección y seguridad jurídica para las mujeres víctimas de violencia.

Eje 3: sistema de registro único de los casos de violencia contra las mujeres.

Objetivo estratégico 2: Cultura de Igualdad de Género

Eje 1: formación para una vida libre de violencia

Eje 2: empoderamiento de las organizaciones comunitarias de mujeres

Eje 3: investigación para la trasformación de las inequidades de género

Eje 4: comunicación e información para una vida libre de violencia

El plan es implementado de manera intersectorial, con la participación de las instituciones involucradas, para la efectiva ejecución se plantea una coordinación interinstitucional, para lo cual se requiere:

a) Elaborar un protocolo que integre, reorganice y coordine la atención interinstitucional que han recibido las mujeres víctimas de violencia, que han procedido legalmente su denuncia.

b) Crear mecanismos de asesoramiento, intervención y coordinación entre los distintos sectores (salud, educación, seguridad, justicia, comunicación, información y servicios sociales) para mejorar la atención integral a las mujeres y su grupo familiar.

c) Generar un informe anual de gestión interinstitucional para prevenir y atender la violencia contra la mujer.

De igual modo se define en el Plan la siguiente estructura de coordinación de instancias y procedimientos:

· Comisión Intersectorial de alto nivel integrada por las/los Ministras/os de todas las instituciones relacionadas con la implementación del Plan. El Ministerio del Poder Popular para la Mujer y la Igualdad de Género, como ente rector de la materia, será la instancia conductora de esta Comisión, la cual tendrá entre sus principales funciones la de garantizar la ejecución del plan; revisar y aprobar los Planes Operativos Anuales; hacer seguimiento al plan; analizar los reportes de monitoreo y evaluación; garantizar con las instancias responsables la asignación de los recursos presupuestados y mantener la ejecución del Plan y sus resultados en la agenda política nacional.

· Comité técnico: esta instancia estará conformada por el personal técnico de los sectores relacionados al Plan, quienes serán coordinados por la Dirección de Prevención y Atención de Violencia hacia las Mujeres del Inamujer. Sus funciones serán: crear los planes operativos anuales a partir del Plan Nacional; coordinar la implementación del plan, establecer mecanismos de ejecución, así como de seguimiento, monitoreo y evaluación: elaborar los informes de monitoreo y evaluación del Plan y remitirlos a la Comisión Intersectorial de Alto Nivel; analizar e integrar los resultados del monitoreo y evaluación del Plan para proponer correctivos y/o difundir los avances en esta materia; y ser enlace entre la Comisión Intersectorial de Alto Nivel y las Mesas de ejecución sectorial del plan.

· Mesas de ejecución sectorial del plan: es el nivel de base de la implementación del plan y estará conformado por mesas de ejecución que serán coordinados por el Comité Técnico, según cada uno de los sectores que participan en el plan. Las principales funciones de estas mesas serán: Ejecutar lo previsto en los planes operativos anuales y sistematizar información. 

El Plan contempla un sistema de seguimiento, monitoreo y evaluación. Se crearán planes operativos anuales (POA) cuya ejecución debe reportada a través de informes de monitoreo e informes de evaluación. Estos informes consisten en reportes sobre los resultados del Plan Nacional Socialista por el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, basados en la medición de indicadores de resultados e impacto que están contemplados en cada uno de sus objetivos estratégicos. Deben ser  realizados cada dos años por el Comité Técnico e informarán sobre la gestión de cada uno de los sectores del plan y la gestión integrada de todo el proceso, con el fin de ofrecer una comprensión global de la violencia contra las Mujeres en Venezuela.

TRANSVERSALIZACIÓN. El  Ministerio del Poder Popular para la Planificación y el Desarrollo estableció, en los lineamientos de elaboración del Plan, la obligatoriedad de la perspectiva de género en la formulación de todos los proyectos, tanto en sus objetivos específicos como en sus metas, particularmente los dirigidos a atender la prevención de la violencia, salud, vivienda, educación, seguridad social, participación ciudadana, empleo y alimentación.

FORMACION CONTINUA.  La Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer, adscrita al INAMUJER, tiene entre sus funciones la Formación y sensibilización  de funcionarias y funcionarios del Sistema Operador de Justicia y comunidades organizadas. Por tanto es la encargada de la capacitación de los organismos de justicia en general, y  de los receptores de denuncias en particular; también de la formación y sensibilización de las comunidades  organizadas, para la creación de los Comités de prevención y defensa contra la violencia de género. Se informa que se está en proceso de creación de la primera Defensoría Parroquial en el Municipio Bolivariano Libertador. 

Se informa que se capacitaron 12.000 personas de instituciones estatales, sobre la implementación del presupuesto sensible al género (PSG), a través del Instituto Nacional de la Mujer, la que desarrolló en el año 2010 el  “Plan de Fortalecimiento y Sensibilización de Capacidades Técnicas en: Género, a cargo de  Afrodescendencia, Etnicidad y Discapacidad en las Políticas Públicas del Estado Venezolano”, dirigido a servidoras y servidores públicos de los Cinco Poderes Públicos, siendo fundamental el tema del Presupuesto Sensible al Género como eje para lograr la transversalización del género y su importancia en lucha contra la violencia.  Se detallan los siguientes contenidos temáticos:

- Definición de Género, conceptos, ejemplos.

-Definición de planificación y presupuesto.

- Definición de Presupuesto Sensible al Género y presupuestos participativos 

- Implementación y objetivos

- Herramientas para la implementación de Presupuesto Sensible al Género. .

Se han formado a 515 servidoras y 203 servidores públicos. 

No resulta de la información disponible que hayan sido capacitados legisladores, ni fuerzas militares y policiales ni operadores de la salud. Tampoco devela un plan de formación continua.

PARTICIPACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL. En este proceso de seguimiento, monitoreo y evaluación se señala la participación de las organizaciones de la sociedad civil.

Síntesis de avances y obstáculos en relación a los Planes Nacionales

A modo de resumen se señalan los principales avances y obstáculos en relación a los Planes Nacionales:

Avances: 

· La creación del Ministerio del Poder Popular para la Mujer y la igualdad de género, creado en marzo 2009 como órgano rector de las políticas publicas, planes programas y proyectos en la temática.

· La existencia de un Plan Nacional en proceso de aprobación y de órganos de seguimiento y monitoreo del mismo.

· La transversalización de la perspectiva de género en todos los servicios del Estado y en el presupuesto nacional. 

· El desarrollo de instancias de capacitación.

Obstáculos:

· La capacitación descripta no alcanza a constituir un proceso de formación continua de los operadores, aunque es un importante avance brindar en forma permanente instancias de capacitación. 

· No se menciona que se haya desarrollado capacitación a legisladores, operadores policiales y militares ni a operadores de salud.

· No aparece destacada ni fomentada la participación de las organizaciones de la sociedad civil ni en el proceso de elaboración del plan ni en la etapa de monitoreo y evaluación. 

· No se cuenta con información sobre si el Plan contempla la diversidad étnica y cultural.

III. ACCESO A LA JUSTICIA

El acceso de las mujeres a la justicia se ve facilitado a través del INAMUJER, de la Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer, de los Institutos Regionales y Municipales de la Mujer, de la Defensa Pública y de las Fiscalías especializadas en la materia.

El  Ministerio del Poder Popular para la Mujer y la Igualdad de Género cuenta con 24 Oficinas Regionales, las que a su vez interactúan con los Institutos Regionales y Municipales para el tratamiento de la violencia de género. Se informa que se creó la Defensoría Regional para el oriente del país, y se está en proceso de creación de las Defensorías Parroquiales.

Disponen de la línea telefónica 0800-mujeres, que es gratuita y de cobertura nacional, que brinda información básica y atención psicológica primaria. Se desconoce si la misma brinda cobertura las 24 horas del día y todos los días del año.

La ley dispone expresamente el derecho de las mujeres a servicios legales gratuitos y a intérprete. Se desconocen sus alcances y cobertura.  En especial, se desconoce si los servicios de defensoría incluyen patrocinio o se limitan al asesoramiento.

Se carece de información del país en cuanto a otras medidas administrativas que faciliten el acceso a las mujeres a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo la existencia de personal especializado, espacios con privacidad, intérpretes en los idiomas indígenas, confidencialidad y protección de los datos de las víctimas, sus familiares y/o testigos.  

Tampoco se cuenta con información en cuanto a si existen medidas para hacer efectiva la protección a mujeres tales como los fondos para traslados, los mecanismos de rescate, el cambio de identidad, los programas de protección de testigos, los salvoconductos para salir del país o las redes seguras de referencia. 

El país no ha informado el tiempo que insume el otorgamiento de medidas de protección luego de la presentación de la denuncia ni se aportan datos estadísticos en relación al porcentaje de medidas de protección otorgadas en el último año respecto al total de solicitadas. 

Se tomó en cuenta el aporte del Observatorio en su Informe: “Los últimos datos provenientes de la Fiscalía General de la República, sobre datos del 2008, se comentan en la prensa ((La Nueva Semana, 8, 5-12 julio 09) como : “Uno de los hallazgos más alarmantes de esta investigación resultan los casos de violencia contra la mujer y la familia…, señalando que de 58.421 casos han sido tramitados, sólo se han presentado acusación en 2.165,es decir, que en consecuencia el porcentaje de impunidad es de 96,29%”

El Observatorio Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres expresó que “Las medidas contenidas en la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una vida Libre de Violencia sí se adoptan en la práctica, de hecho se han ido creando una serie de instancias del sistema de justicia para la puesta en práctica de este instrumento legal que la misma Ley ha establecido, como lo son los Tribunales de Violencia contra la Mujer (VCM), los despachos fiscales, los equipos multidisciplinarios, etc. Contempla la ampliación y especificidad en lo referente a los tipos de violencia contemplados como delito, a la especialización del sistema de operadores de justicia, ampliación del concepto de flagrancia, el establecimiento de las medidas cautelares y las medidas de protección y de seguridad, la querella como acción autónoma de las víctimas, entre las más importantes. No obstante lo anterior, tales medidas no se han adoptado a cabalidad. Las medidas cautelares y de protección no están siendo dictadas en todos los casos; en especial cuando las solicitan la víctima y sus abogados .Los juicios se siguen tramitando según el procedimiento penal ordinario y no conforme al procedimiento especial contemplado en la Ley Orgánica.”

“En el caso de la implantación de la Ley Orgánica, a dos años de su vigencia, los hechos demuestran que el estado no está cumpliendo con la debida diligencia para garantizar el derecho a una vida libre de violencia a las mujeres. Las mujeres y la ciudadanía en general no han tenido acceso a la información sobre la Ley Orgánica, lo que les impide exigir los derechos en ella contenidos.”

No se ha dado respuesta sobre la existencia de protocolos de atención para mujeres niñas y adolescentes en idioma oficial y en el de los pueblos indígenas, para uso de la policía y y personal de entidades receptoras de denuncias, fiscalías, operadores de salud u otros pero sí se señala que se está trabajando desde la Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer en la implementación de la “Ruta Crítica de la Violencia de Género” que probablemente redunde positivamente en ese sentido.

Se desconoce si:

· los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y otros tratados de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes.

· si existen estudios o evaluaciones sobre el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres victimas de violencia y su incidencia en los procesos judiciales y las sentencias.

· la incidencia negativa de la historia personal de la víctima o su experiencia sexual al emitir una sentencia.

Síntesis de avances y obstáculos en relación al acceso a la justicia

A modo de resumen se señalan los principales avances y obstáculos en relación al acceso a la justicia:

Avances: 

· Resulta especialmente relevante la creación y descentralización de organismos que facilitan el acceso a la justicia.

· Asimismo, es de gran utilidad la existencia de la línea telefónica gratuita.

· La ruta crítica de la violencia de género resultará  un insumo importante para mejorar las acciones del Estado y garantizar el acceso a la justicia.

Obstáculos: 

· La información aportada es muy escasa, lo que sugiere que existe una importante brecha entre las disposiciones de la Ley Orgánica y la implementación de la misma, tal como alerta el Observatorio Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres.

· Preocupa especialmente la carencia de información respecto el tiempo que insume el otorgamiento de medidas de protección luego de la presentación de la denuncia así como al porcentaje de medidas de protección otorgadas en el último año respecto al total de solicitadas.

· Se desconoce  si los servicios de defensa pública incluyen patrocinio jurídico o se limitan al asesoramiento y derivación. 

· El país no cuenta (al menos, no se mencionan) protocolos de atención para el uso de Fiscalías, Personal Policial u otros operadores del sistema de justicia.

· Se carece de información respecto al acceso de las mujeres indígenas a traductor/a publico/a. 

IV. SERVICIOS ESPECIALIZADOS

Se destaca el aumento, diversidad y especialización de las instituciones que actúan para la prevención, sanción y erradicación  de la violencia contra las mujeres: la creación del Ministerio del Poder Popular para la Mujer y la Igualdad de Género (2009), INAMUJER, Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer, Defensorías Regionales, Institutos regionales y municipales de la Mujer.

No se cuenta con estimaciones, ni con fechas posibles de creación de nuevos centros, pero se destaca el  aumento  y mejora de los servicios gratuitos prestados por el Estado, tales como la Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer, la Atención Psicosocial de programa Prevención de Violencia, la creación de Centros de Atención integral de la alcaldía Libertador del Distrito Capital y la línea 0800-mujeres, lo que es sin duda, muy importante; como lo es el ponerlo en conocimiento de las mujeres.  

Funcionan tres Casas de abrigo para las mujeres víctimas de violencia: dos inauguradas en el año 2000 en Caracas y Aragua y la tercera el año pasado en Zulia, lo que resulta sin duda, insuficiente (el país ha informado  que hasta la fecha han funcionado con éxito dos casas: casa de abrigo Argelia Laya y casa de abrigo Elisa Jiménez).

Las Casas de abrigo funcionan conjuntamente a las sedes regionales del MINMUJER, tienen como propósito salvar la vida de las Mujeres amenazadas de muerte por violencia de género.  Las Casas de Abrigo, brindan protección, alojamiento, atención legal, psicológica, médica, educativa y social a las Mujeres en peligro inminente por violencia de género y le brindan apoyo para su reinserción social y laboral. Una vez que las Mujeres salen de las Casas de Abrigo, sus casos son objeto de seguimiento. Las casas de abrigo durante el año 2010 albergaron a ochenta y ocho (88) personas entre mujeres, niñas y niños. 

El Observatorio Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres informa sobre la creación de los Equipos Multidisciplinarios adscritos a los Tribunales de Violencia contra la Mujer en los estados de Carabobo, Lara, Aragua y Región Capital. Manifiesta que aún no se han creado las unidades especiales para la reeducación de los maltratadores. 

No se cuenta con información respecto a si el Estado ha realizado evaluaciones de los servicios especializados y el grado de satisfacción de las usuarias.

Se han realizado talleres, charlas y encuentros con las comunidades y organizaciones sociales de mujeres para difundir estos servicios.  Se carece de información respecto al resultado e impacto de esa difusión  así como sobre la efectividad de la Defensoría Nacional, según el  grado de satisfacción de las usuarias.

Síntesis de avances y obstáculos en relación a los servicios especializados.

A modo de resumen se señalan los principales avances y obstáculos en relación a  los servicios especializados:

Avances: 

· La línea telefónica gratuita que cuenta con cobertura nacional.

· La Atención brindada por las casas de abrigo.

· La presencia de equipos multidisciplinarios adscriptos a los Tribunales de violencia.

· El esfuerzo de difusión de estos servicios

Obstáculos:

· La insuficiencia de la cobertura y baja descentralización de las casas de abrigo. 

· La falta de evaluación de los servicios por parte de las usuarias.

V. PRESUPUESTO

En relación al Presupuesto, el país ha trabajado sobre las directrices emanadas del punto de cuenta No. 273 de la Presidencia de la República, que  establece la importancia y necesidad de incorporar la perspectiva de género en el sistema de planificación y presupuesto públicos, estadales municipales y locales.

En los años 2007, 2008, 2009 y 2010  se incluyó un apartado sobre presupuestos pro-equidad de género. En el año 2009 el Ministerio de Planificación y Desarrollo exhortó a todos los órganos públicos a transversalizar la perspectiva de género en la elaboración de sus planes operativos anuales. La perspectiva de género también se ha incluido en los presupuestos municipales y regionales

Desde  el año 2008  se desagrega la información en masculino y femenino  de los gastos de personal a nivel de la formulación presupuestaria, en los presupuestos de todos los organismos públicos. 

Además se incorporaron 20 nuevos proyectos con perspectiva de género en los diferentes organismos públicos, a ejecutarse en 2009.  Se desagrega por sexo la información de todas las unidades de medida referentes a  la persona, la información de beneficiarias y beneficiarios abriendo un campo numérico por sexo y el número de empleos directos por sexo generados por cada proyecto cargado.  Se desagrega también por sexo la o el gerente de cada proyecto cargado en el sistema. 

Todas las instituciones públicas en sus distintos presupuestos y el desarrollo de políticas públicas tranversalizan la perspectiva de género en sus proyectos, Aunque no se destinan fondos de manera directa en contra de la violencia hacia la mujer, se destinan a la atención a las Mujeres en situación más vulnerable (solteras, desempleadas y con hijos) que son objeto de la Misión Madres del Barrio.  Deducimos que quedan fuera de esta cobertura personas con mejores recursos económicos, lo cual puede  constituirse en un vacío importante si consideramos que la violencia afecta a mujeres de distinta condición económica.

En el año 2010 se transfirieron recursos presupuestales al Ministerio de la Mujer, a Inamujer y a BanMujer y Fundación Misión Madres del Barrio.  

De los datos aportados no es posible inferir el porcentaje del presupuesto nacional destinado a la equidad de género y la prevención, combate y erradicación de la violencia contra la mujer. 

Síntesis de avances y obstáculos en relación al presupuesto

A modo de resumen se señalan los principales avances y obstáculos en relación al presupuesto:

Avances: 

· La transversalización de la perspectiva de género en todos los programas del Presupuesto Nacional y Presupuestos Municipales

· La inclusión en el mismo de indicadores de sexo y número de beneficiarios/as así como de los cargos públicos, destacando los gerenciales. 

Obstáculos: 

· Los fondos presupuestales para la atención directa de las situaciones de violencia se restringen a la población objeto de la Misión Madres del Barrio, es decir la población económicamente más vulnerable, siendo la violencia contra las mujeres un problema extendido en todos los grupos sociales. 

· Los datos presupuestales aportados refieren a cifras globales por lo que no es posible inferir el peso de las mismas en el presupuesto nacional.

VI. INFORMACIÓN Y ESTADISTICAS, 

El Observatorio Bolivariano de Género, durante los años 2008 y 2009, ha realizado una investigación sobre la evolución de las políticas públicas dirigidas a las mujeres en los diez años de Revolución Bolivariana, publicada con el título “Políticas Públicas Dirigidas Hacia las Mujeres” (1999 – 2009); y por otro lado, el trabajo con el Fondo de Población y Familia de las Naciones Unidas en el proyecto “Invertir en Género”.

La Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer, efectúa seguimiento de casos, estadísticas, número de casos atendidos y número de solicitudes.

 Los datos aportados no permiten una clara visualización de la entidad del problema de la violencia contra la mujer en el país, ya que solo aportan datos muy generales, sin ninguna información desagregada por edad, estado civil, origen étnico, nivel educativo, vínculo con el agresor, etc.  Sólo permiten conocer el número de denuncias según el tipo de violencia, pero no el resultado final de las mismas (procesos, sentencias recaídas, condena del agresor, sobreseimiento, etc.)

Síntesis de avances y obstáculos en relación a información y estadísticas

A modo de resumen se señalan los principales avances y obstáculos en relación a la legislación:

Avances: 

· El seguimiento de datos a cargo de la Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer 

· Las investigaciones realizadas en la temática.

Obstáculos: 

· La insuficiencia de los datos para el conocimiento cabal de la entidad del problema. 

CONCLUSIONES

Es innegable que el Estado Venezolano ha hecho importantes esfuerzos para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, los que se han plasmado preferentemente en la legislación, partiendo de la Constitución Bolivariana de Venezuela, hasta la aprobación de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007), la Ley sobre la Violencia contra la Mujer y la Familia, hoy derogada; la Ley contra la Delincuencia Organizada (2005),  la Ley de Igualdad de Oportunidades para la Mujer, entre otras.  

En cuanto a las políticas públicas se traduce en la aprobación del Plan Nacional Socialista sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida libre de Violencia, precedido por el Plan Nacional de Prevención y Atención de la Violencia hacia la Mujer.

En el fortalecimiento de la institucionalidad de género, se destaca la creación del Ministerio del Poder Popular para la Mujer, la Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer, las Defensorías Regionales,  los Institutos Regionales y Comunitarios.

Los principales vacíos resultan de las dificultades propias de la implementación de la nueva legislación, en el proceso de puesta en funcionamiento los nuevos mecanismos y servicios.

RECOMENDACIONES

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente… (Art.7 Convención Belém do Pará).

En general, se insta al Estado Parte a continuar con los esfuerzos realizados para prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género; a continuar con el proceso legislativo a favor de los derechos de las mujeres,  sea con la elaboración de nuevas leyes, como promoviendo la adecuación a la Convención, de las normas existentes, mediante su reforma (Código Penal, Código Civil); a  promover y desarrollar políticas públicas integrales e intersectoriales, eficaces para hacer efectivos los derechos de las mujeres en general, y el derecho a una vida libre de violencia, en particular.

Recomendaciones específicas

Artículo 7, Convención de Belém do Pará:

(…)

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;

d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad;

e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer;

f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;

(…)

En particular, se recomienda al Estado Parte:

1) Dar prioridad a la plena aplicación y evaluación de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, así como a su divulgación e información específica entre los funcionarios públicos y entre la comunidad en general.

2) Asegurar que se respete el procedimiento establecido en la Ley Orgánica para la aplicación de las medidas cautelares.

3) Prohibir expresamente la mediación, conciliación u otros medios extrajudiciales de resolución de los conflictos basados en violencia de género.

4) Sancionar todas las formas de violencia sexual en el matrimonio, aun las diferentes a la violación sexual.

5) Revisar la legislación penal para eliminar disposiciones discriminatorias como la criminalización de prácticas médicas solo requeridas por mujeres 

6) Garantizar a las mujeres el acceso a la justicia y al debido proceso, a través de capacitación sistemática de jueces y funcionarios en los temas de derechos humanos de las mujeres, instrumentos legales, especialmente en la Convención CEDAW y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las mujeres (Belém Do Pará). 

Art. 8. Convención de Belém do Pará:

Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para:

a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos;

b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la muier:

(…)

d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados; (…)

7) Procurar y disponer los medios para acelerar el proceso de implementación del Plan Nacional Socialista sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 2010-2013.

8) Realizar una convocatoria amplia a sectores gubernamentales, organizaciones no gubernamentales y academia para desarrollar conjuntamente planes y programas para erradicar la violencia contra la mujer.

9) Promover el estudio a nivel nacional y el intercambio con la Academia  en pos del derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que incluya la consideración del Femicidio, posibilidades de prevención y viabilidad de ser incluido en la legislación penal, como tipo delictivo autónomo, y conforme a la Declaración del CEVI  de fecha 15 de agosto de 2008.

10) Proponer y asumir acciones más fuertes para la reducción de la impunidad en el tema de violencia contra las mujeres.

11) Aumentar la cobertura de las Casas de Abrigo, teniendo en cuenta un plan de distribución geográfica a nivel nacional, que considere los lugares de mayor incidencia de violencia, y contemple las demandas de las mujeres, sus necesidades y diversidades socio-económicas y étnico-culturales.
Art. 8. Convención de Belém do Pará

(…)

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, 

(…)

12) Promover y privilegiar un sistema integrado y centralizado de información estadística sobre violencia contra  las mujeres, que cuente especialmente con la sistematización y la organización de la información proveniente de los distintos sectores que trabajan en violencia contra las mujeres.

13) Profundizar en el conocimiento de la respuesta del sistema de justicia ante las violencias contra la mujer, con énfasis en el conocimiento del  grado de aplicación de las medidas de protección, su eficacia, el tiempo que insume el proceso y los criterios que guían y sustentan las decisiones judiciales.

14) Favorecer la publicación de los resultados de la recolección de datos, ya existentes, tanto del ámbito gubernamental como no gubernamental sobre violencia contra la mujer.
OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE VENEZUELA
AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03244-A.pdf 
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�	 Declaración sobre el Femicidio del CEVI (MESECVI/CEVI/DEC. 1/08), del 15 de agosto de 2008.


�	 Art. 14 y 15, Numeral j de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.


�	 Informe Sombra CEDAW 2009, Tema: Violencia contra las Mujeres, pág.10


�	 Informe Sombra CEDAW 2009, pág. 16





